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CONTRATO – SIN SUBORDINACIÓN – CONDENA – REVOCA – ABSUELVE -  En el presente asunto las partes discuten la existencia de un contrato de trabajo, afirmando la actora que el mismo se presentó entre el 1 de febrero de 2003 y el 6 septiembre de 2010, mientras que la sociedad llamada a juicio sostiene que el vínculo que en realidad surgió entre ellas es uno de naturaleza civil, en el que, con total autonomía e independencia, el promotor de la acción se comprometía a administrar el fundo de su propiedad, sin que los socios de Agrícola San Miguel Ltda tuvieran injerencia en el desarrollo de sus funciones, ni ejercieran autoridad alguna frente a aquél.
Como puede observarse aun cuando operó en contra de la demandada la sanción procesal prevista en el numeral 2º del inciso 6º del artículo 77 del CPT y SS, por no asistir a la audiencia de conciliación y quedó demostrado que el señor Ramírez Ramírez prestó sus servicios a la sociedad Agrícola San Miguel, las pruebas analizadas dan cuenta de que, en efecto, el contrato que se dio entre las partes fue uno de prestación de servicios de naturaleza civil, en donde el actor se encargaba de administrar el fundo, vender su producido, contratar trabajadores y manejar los cultivos como le pareciera, sin que para ello debiera atender órdenes o directrices de los dueños del mismo, pues a éstos sólo les interesaba obtener dividendos de la actividad agrícola, con independencia del tiempo destinado para ello o los medios utilizados para tal fin.   (…)
Lo anterior permite concluir entonces que lo percibido de manera mensual como remuneración a la actividad desarrollada por el actor en la finca Agrícola San Miguel, eran honorarios y no un salario mensual, mismos que mutaron una vez fue acogida la propuesta de percibir por dicho concepto el 45% de las utilidades del predio a partir del 1º de marzo de 2007, modificación que de paso sea dicho, en nada varío los términos del contrato que se venía desarrollando.

En ese orden de ideas, no siendo posible declarar la existencia de un contrato de trabajo entre el actor y la Sociedad Agrícola San Miguel Ltda entre el 1º de febrero de 2003 y el 6 de septiembre de 2010, la decisión de primer grado será revocada, excepto el ordinal cuarto b en relación con la no prosperidad de la tacha del testimonio de la señora Gloria del Socorro Giraldo Hurtado, porque tal declaración no fue recurrida por la parte interesada.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, trece de diciembre de dos mil diecisiete
Acta número ___ de 13 de diciembre de 2017
En la fecha, siendo las tres y treinta minutos de la tarde (3:30 pm), procede la Sala de Decisión Laboral No 2º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver el recurso de apelación presentado por las partes contra la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, el día 3 de julio de 2015, dentro del proceso ordinario laboral adelantado por RUBÉN RAMÍREZ RAMÍREZ contra AGRÍCOLA SAN MIGUEL LTDA.
ANTECEDENTES

1- DEMANDA

Aspira el actor que, previa declaración de la existencia de un contrato de trabajo convenido con la sociedad Agrícola San Miguel entre el 1º de febrero de 2003 y el 6 de septiembre de 2010, el cual fue terminado sin justa causa, le sean reconocidas y pagadas debidamente indexadas acreencias laborales tales como salarios, cesantías, intereses a las cesantías, primas, vacaciones, aportes en seguridad social y la indemnización moratoria, así como las sumas que resulten probadas conforme las facultades extra y ultra petita.  

Para sustentar sus peticiones refiere que prestó sus servicios a Agrícola San Miguel Ltda, a través de un contrato a término indefinido como administrador del predio rural con el mismo nombre, entre el 1º de febrero de 2003 y el 6 de septiembre de 2010; que laboraba de lunes a domingo, sin un horario específico dado que las funciones asignadas requerían de su disponibilidad en todo momento; que el salario percibido era del orden de $444.000, el cual aumentó a la suma de $600.000, más unos incentivos de acuerdo con las cosechas, variando éste monto para el año 1º de febrero de 2007, cuando se convino que del valor que arrojara el producido del fundo le correspondía un 45%, 50% para los propietarios y empleadores y un 5% para gastos de administración.

Refiere que en virtud de ese nuevo pacto, las funciones desempeñadas no variaron, pero fue facultado para para solicitar susbisidios, manejo de dinero, préstamos con firma autorizada en bancos, entre otras funciones, pero siempre bajo la continuidad dependencia y subordinación de la junta de propietarios de la sociedad; que el convenio de no recibir suma alguno por ningún concepto mientras se invertía en la finca y se renovaba el cultivo, fue cumplido por las partes hasta inicios del año 2009 cuando el actor entregó a la sociedad accionada la suma de $15.000.000, quedando para él $13.500.000, del producido del año 2008, siendo este el único monto liquidado entre los años 2007 a 2010; que a partir de ésta última anualidad, la finca comenzaría la producción que generaría los dividendos pactados a título de salario, no obstante, de manera unilateral y sin que mediara justa causa se dio por terminado el contrato de trabajo; que a la fecha no ha recibido suma alguna a título de prestaciones sociales y acreencias laborales, como tampoco de la indemnización por despido injusto.
Informa que la sociedad demandada trato de ocultar la verdadera relación laboral afirmando que lo pactado era un contrato civil y con esa intención buscó conciliar lo adeudado.
2- CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

La Agrícola San Miguel Ltda al dar respuesta a la demanda a través de apoderado judicial –fl 57 a 71-, negó la existencia de un contrato de trabajo entre ella y el señor Rubén Ramírez Ramírez, al paso que afirmó que el único vínculo que los unió fue dos contratos de prestación de servicio, uno pactado entre el 1º de febrero de 2003 y el 28 de febrero de 2007, como experto en el manejo del café y otro convenido entre el 1º de marzo de 2007 hasta el 14 de septiembre de 2010, como administrador de la finca de propiedad de la sociedad, recibiendo a título de honorarios el 45% de la producción de la misma; que el último contrato terminó debido a los malos manejos financieros del actor y al abandono del predio que le fue encomendado y el cual administraba con completa autonomía y sin estar sometido a las directrices de ninguno de los socios, de allí que dispusiera sin límite de los dividendo generados con el café y de los dineros depositados las cuentas corrientes de su propiedad.  Conforme a lo narrado, se opuso a las pretensiones y formuló como excepciones de mérito las de “Falta de Causa”, “Inexistencia de la obligación”, “Cobro de lo no debido”, “Pago”, “Buena fe” y “Prescripción”.
3- SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Agotadas las etapas previas, se convocó para audiencia de juzgamiento que tuvo lugar el 3 de julio de 2015 -fl. 761-766-, en la cual, luego de analizada las pruebas obrantes en el proceso determino que a las presunciones que operaron en contra de la accionada por su inasistencia a la audiencia de conciliación de que trata el artículo 77 del CPT y SS se sumó la demostración efectiva de la prestación personal del servicio del actor a favor de la accionada, por lo que procedió a declarar la  existencia de  un contrato de trabajo vigente, pero sólo a partir del 1º de febrero de 2003 y hasta el 28 de febrero de 2007 y como consecuencia ordenó a la sociedad Agrícola San Miguel Ltda a cancelar la suma de $623.333 por compensación de vacaciones y los aportes pensionales correspondientes a ese periodo.  Las demás prestaciones fueron afectadas por el fenómeno prescriptivo.
Frente al periodo comprendido entre el 1º de marzo de 2007 y el 6 de septiembre de 2010, determinó el funcionario de primer grado que el vínculo que unió al actor con la sociedad accionada fue uno de naturaleza diversa a la laboral, en donde se encargaba de la administración de la finca cafetera de propiedad de la sociedad a cambio de una utilidad e invirtiendo incluso los dividendos producto de la operación agrícola en el mismo proyecto.
4- APELACIÓN

Inconforme con la decisión, la parte actora la recurrió indicando que no existe prueba de que el contrato  laboral existente entre las partes mutó a uno naturaleza civil, ya que no fue aportada evidencia alguna que indique que el primer nexo fue terminado y debidamente liquidado, por lo cual insiste en un único contrato laboral vigente entre el 1º de febrero de 2003 y el 6 de septiembre de 2010, pues lo único que varió fue la forma de remunerar los servicios personales que prestó a la sociedad demandada.

Refiere que en ningún momento fue escuchada su versión ya que la parte demandada desistió del interrogatorio y el Juzgado no analizó la prueba proveniente del Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal la cual contenía sus manifestaciones y que resultan contrarias a lo afirmado por la representante legal de la sociedad, la señora Nelly Arbeláez, persona que no tuvo contacto con la labor que desarrollo, pues la representación la ostentó la señora Aida Arbeláez.  
Sostiene también que el hecho de que Ramírez Ramírez tenga otra propiedad y sea miembro del Comité de Cafeteros no desnaturaliza el contrato de trabajo existente entre las partes, como tampoco el haber dado órdenes al señor Ramón Antonio Orozco, quien fungió como mayordomo o patrón de corte, pues era su labor dar indicaciones de las labores que correspondían realizar en la semana.
Por último, echa de menos las sanciones procesales que debieron imponerse a la llamada a juicio, en consideración a la inasistencia a la audiencia de conciliación, lo cual debió traer como consecuencia la confesión ficta que emerge de tal omisión.

La parte demanda a su turno, recurre la decisión para que sea revocada la declaratoria de existencia del contrato laboral entre Agrícola de San Miguel Ltda y Rubén Ramírez Ramírez, dado que no existe elementos probatorios suficientes para soportar ésta declaración y sus consecuentes condenas.

Para sustentar su inconformidad, señaló que el señor Fabio Quintero Restrepo, tiene conocimiento de los hechos ocurridos a partir del 2006, anualidad en la que ingresó a trabajar al fundo, al paso que advirtió que el mismo testigo dio cuenta de la independencia y autonomía con que el actor desarrollaba su función, pues el hecho de que hiciera referencia a que el demandante recibía un sueldo como remuneración, esa afirmación por sí sola no tenía la virtualidad de confirmar la existencia de un vínculo laboral, máxime cuando sostuvo que el demandante tenía el manejo total de los dineros y de la finca.
Respecto a los demás testigos, esto es Jaime Botero Naranjo, Victoria Lucy Giraldo Hurtado y Gloria del Socorro Giraldo Hurtado, luego de citar y analizar sus declaraciones, reprocha que el primero no fue valorado en su integridad y ni si quiera se advirtió que no tenía conocimiento directo de los hechos,  mientras que la declaración de la segunda deponente fue pasada por alto, cuando en realidad conocía los pormenores del vínculo que ató a la sociedad demandada con el actor y la autonomía e independencia con que éste desarrollaba su función, versión que fue corroborada por la  señora Gloria del Socorro Giraldo Hurtado y sin embargo el juzgado declaró la existencia de vínculo laboral. 
Cuestiona también que se haya dejado de analizar el interrogatorio de parte de la señora Nelly Arbeláez Mejía en la que ésta puso en conocimiento la modalidad de contratación del actor, la forma en que prestó sus servicios, la ausencia de órdenes y directrices por parte de los socios de la demandada y los motivos por los cuales se rompió el contrato de prestación de servicios que los unió y que tenía como objeto la administración de la finca cafetera de propiedad de la Agrícola San Miguel Ltda.
Finalmente indica que en el proceso de rendición de cuentas que le fue iniciado al actor en el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa, este fue condenado y a pesar de que no se discutía el vínculo contractual existente entre las partes, en los alegatos de conclusión se dejó claro que el actor nunca tuvo el carácter de subordinado ni dependiente de la accionada.
CONSIDERACIONES:

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente:

PROBLEMA JURÍDICO

¿Existió un contrato de trabajo entre las partes entre el 1º de febrero de 2003 y el 6 de septiembre de 2010?
Con el propósito de dar solución a los interrogantes, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

1. CARGA DE LA PRUEBA EN MATERIA DE CONTRATOS DE TRABAJO

Si bien la configuración de un contrato de trabajo requiere la presencia de los tres elementos previstos en el artículo 23 del C.S.T., y de conformidad con el principio general de la carga de la prueba, previsto en el artículo 177 del C.P.C., incumbe a la parte que afirma, acreditar su aserto; en desarrollo del principio general de la favorabilidad laboral, está previsto en el artículo 24 del C.S.T. que “Se presume que toda relación de trabajo personal está regida por un contrato de trabajo”, lo cual no hace nada distinto a repartir la carga probatoria respecto a las reclamaciones de carácter contractual laboral.

En efecto, si la “relación de trabajo” es la prestación personal de un servicio a favor de otra persona, al trabajador le bastará demostrar el desarrollo de tal actividad para que, en principio, se asuma que los llevó a cabo con subordinación y por ende bajo la modalidad de un contrato de trabajo y, en consecuencia, pueda gozar de todos los beneficios otorgados por el C.S.T.

De otro lado, demostrada la prestación de los servicios personales, si el empleador se quiere eximir de las consecuencias jurídicas propias de la vinculación contractual laboral, le corresponde la carga de probar que los servicios recibidos, no lo fueron en forma subordinada o por remuneración. 
2. LA SUBORDINACIÓN JURÍDICA QUE IDENTIFICA EL CONTRATO DE TRABAJO.

Desarrollada en el literal b) del artículo 23 del C.S.T., como la facultad que, durante toda la vigencia de la relación, tiene el empleador para exigir al trabajador el cumplimiento de órdenes, en cualquier momento, en cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo, e imponerle reglamentos; la existencia de la subordinación jurídica, propia del contrato de trabajo puede y debe determinarse, en cada caso concreto, resolviendo, entre otros, interrogantes tales como:

1. ¿Está obligado el contratista a acatar en todo momento las órdenes del contratante?

2. ¿Es el contratante quien determina el modo en que debe cumplir la labor el contratista?

3. ¿De manera unilateral el contratante determina las jornadas en que debe cumplirse el objeto del contrato?

4. ¿Puede el contratante exigir una determinada productividad por parte del contratista?

5. ¿El contratista está en obligación de acatar los reglamentos que diseñe el contratante?

6. ¿Tiene el contratante potestad disciplinaria que le permita imponer sanciones al contratista?

El análisis en conjunto de éstos o similares cuestionamientos permitirá evidenciar el mayor o menor grado de autonomía de que disponga el prestador del servicio personal para desarrollar la labor y con ello la existencia o inexistencia del vínculo laboral.

3. CASO CONCRETO

En el presente asunto las partes discuten la existencia de un contrato de trabajo, afirmando la actora que el mismo se presentó entre el 1 de febrero de 2003 y el 6 septiembre de 2010, mientras que la sociedad llamada a juicio sostiene que el vínculo que en realidad surgió entre ellas es uno de naturaleza civil, en el que, con total autonomía e independencia, el promotor de la acción se comprometía a administrar el fundo de su propiedad, sin que los socios de Agrícola San Miguel Ltda tuvieran injerencia en el desarrollo de sus funciones, ni ejercieran autoridad alguna frente a aquél.

Planteada la controversia puesta al conocimiento de la justicia laboral, vale recordar que la sentencia de primer grado declaró la existencia de un contrato de trabajo entre 1º de febrero de 2003 y el 28 de febrero de 2007, reclamando entonces las partes en su recurso, la accionante que el vínculo laboral se extendió hasta el 6 de febrero de 2010 y la demandada que éste nunca se presentó, situación que obliga a verificar entonces cuál fue la relación que surgió entre ellas.

Para resolver lo que es materia de debate, es necesario remitirse a las declaraciones de los testigos que fueron solicitados por las partes así:

Jaime Botero Naranjo afirmó, luego de los generales de ley, que el señor Rubén Ramírez Ramírez lo contrató; que fue su patrón en la Agrícola San Miguel en el año 2005; que no conoció los dueños de esa sociedad, pues no tuvo acceso a ellos y sólo en una oportunidad los vio cuando visitaron el fundo; que el demandante se desempeñó como administrador del predio del mismo nombre de la sociedad; que las ordenes eran recibidas por parte de las señoras Nelly y Ayda, vía telefónica; no obstante afirmó desconocer de que se trataban éstas directrices y solo tiene conocimiento de las instrucciones dadas por el actor a él como trabajador de la finca.  Frente a la remuneración de los servicios prestados por el señor Ramírez Ramírez, sostuvo que la secretaria de éste, llamada Vicky, le informó que percibía un sueldo y posteriormente se enteró, por ella misma, que le había propuesto a los dueños de la finca “trabajar a un porcentaje”.
Finalmente indicó que era el señor Rubén quien se encargaba de pagar a los trabajadores de la finca, precisando que “él siempre consiguió la plata”.

Fabio Quintero a su turno informó que labora para Agrícola San Miguel desde el año 2006 en el área contable; que tiene conocimiento que para esa anualidad al señor Rubén Ramírez Ramírez se le cancelaba un salario mensual como administrador de la finca del mismo nombre de propiedad de la sociedad accionada; que en el año 2007 se enteró que ya no recibiría esa salario, sino un 45% de lo producido por la finca, encargándose de conseguir los recursos para manejar la finca, para lo cual tenía completa autonomía, así como para hacer las adquisiciones que fueran necesarias e incluso estaba autorizado para manejar la cuentas bancarias de la sociedad, pero frente al tema de los sobregiros debía consultar con los dueños del fundo; concluyó que tenía plena autonomía para el manejo de los dineros y administración de predio de propiedad de Agrícola San Miguel.
Refiere que dentro de sus funciones estaba la de coordinar con el actor la entrega de los documentos y comprobantes sobre los pagos realizados en la finca para su debida contabilización; sostuvo que las facturas, planillas y comprobantes de egreso eran elaboradas por el accionante y las demás facturas de compra eran diligenciadas por los proveedores.
La señora Victoria Lucy Giraldo Hurtado informó al Despacho que trabajó para Agrícola San Miguel y para el actor a principios del año 2003 hasta diciembre de 2006; que su función era llevar las cuentas de la finca del mismo nombre y se reunía con el demandante para pagar la nómina de los trabajadores de la finca; afirma que estuvo presente cuando éste y los dueños del predio acordaron que el primero administraría el fundo, percibiendo como honorarios por esa labor la suma de $600.000 mensuales, así como la utilidad de un 3% de acuerdo con la producción de café del año; que Ramírez Ramírez cumplió las funciones inherentes a la administración visitando la finca dos o tres veces por semana, era autónomo, rendía informes de su labor, más no recibía órdenes respecto al trabajo que tenía que realizar, no cumplía horario de oficina, manejaba su tiempo e incluso podía atender todo lo relacionado con su finca y sus asuntos personales, explicando que su tiempo lo repartía entre las actividades de la Agrícola San Miguel y su propiedad, ubicada en la vereda la “Estrella”; que tenía conocimiento de ésta última situación porque en algunas ocasiones lo acompaño a su predio.

Afirma que la forma en que él señor Ramírez Ramírez administraba la finca de propiedad de la sociedad accionada consistía en que él contrataba un casero, casi como un asistente, y le daba las indicaciones de las actividades que debían desarrollarse durante la semana; que de los informes semanales se encargaba ella, del informe anual de la producción de café y el estado de pérdidas y ganancias,  se encargaban ambos y se les brindaba a los socios cada que éstos se hacían presentes, por lo general dos o tres veces al año y que tanto ella como el demandante también asistían a la rendición de cuentas.
Informó que desconocía del convenio pactado por el actor con la sociedad para percibir utilidades de la finca, al paso que negó haber brindado información respecto a éste tema y a la forma de remuneración al señor Jaime Botero Naranjo.

Los señores Juan Carlos Valencia González y Germán Castaño Ramírez manifestaron no tener conocimiento de cómo se desarrolló la relación que se dio entre las partes; no obstante el último indicó que veía pasar al actor pasar para la Agrícola San Miguel y para su predio –del demandante-, que “él se mantenía de aquí para allá.” 
Por su parte, Carlos Alberto León Berrio, Ingeniero Agrónomo de profesión, manifestó que no tuvo conocimiento de la relación surgida entre las partes, pues la información que maneja es en relación con el informe que a petición de la sociedad demanda presentó respecto al estado del predio llamado Agrícola San Miguel, dictaminando el indebido manejo de la finca, del cultivo de café y el mal estado de la propiedad.

Ramón Antonio Orozco Orozco, quien dijo ser el actual administrador de la finca Agrícola San Miguel, informó que quien lo contrató fue el señor Rubén Ramírez Ramírez, con quien siempre se entendió en el cumplimiento de las labores propias de una finca agrícola; contó que éste iba al predio cuando había café y siempre pasaba primero a su propiedad y luego a la Agrícola San Miguel para recoger el fruto seco o guadua que había sido previamente cortada; que la regularidad con que asistía la finca era entre 2 y 3 veces a la semana, dependiendo de lo recolectado o si tenía que llevar abono; que no estaba al tanto de las labores desarrollada en el predio; que no tenía conocimiento de cómo era remunerado, aunque en alguna oportunidad le manifestó que era socio de la demandada, informando de paso que sólo conoció a las señoras Nelly e Ida (sic) Arbeláez, pero del tiempo que laboró al servicio de Ramírez Ramírez, no las vio visitando el fundo y no conoció que éste recibiera ordenes de nadie.

Finalmente, la señora Gloria del Socorro Giraldo Hurtado quien afirmó conocer de la relación entre las partes en atención a que la oficina de los socios de la llamada a juicio queda en el mismo lugar donde ella trabajaba al servicio de Termales Arbeláez, informó de la total independencia y autonomía que tenía el señor Rubén Ramírez Ramírez para administrar la Agrícola San Miguel, al punto que manejaba las cuentas de la sociedad, firmaba cheques, vendía los productos provenientes de la finca y disponía de su tiempo para hacerlo, recibiendo como contraprestación unos honorarios que él mismo se pagaba, sin recibir instrucciones ni órdenes de ninguno de los socios; precisó que tuvo acceso a los documentos contables de la finca, debido a que eran recepcionados en su oficina para entregárselos al contador y que era en ese mismo  lugar donde también se realizaba la reunión donde Ramírez Ramírez informada a los socios estado financiero de la Agrícola San Miguel.
De lo narrado por los testigos, si bien es un hecho innegable que el señor Rubén Ramírez Ramírez prestó sus servicios a la sociedad Agrícola San Miguel Ltda, como administrador del fundo del mismo nombre, lo cierto que sus dichos permiten entrever que la actividad se realizaba con independencia y por lo tanto sin manifestaciones de subordinación que permitan vislumbrar una verdadera relación laboral.
A tal conclusión se arriba, luego de analizar los testimonios de quienes tuvieron contacto directo con la forma de prestar ese servicio, esto es la señora Victoria Lucy Giraldo Hurtado y Ramón Antonio Orozco Orozco, pues la primera ejercía funciones secretariales relacionadas con la administración del fundo y acompañaba al actor en el recorrido semanal realizado al mismo para las anualidades 2003 a 2006 y el segundo fue contratado directamente por aquél para laborar a partir del año marzo de 2007; ambas declaraciones fueron coincidentes en sostener que el señor Ramírez Ramírez, visitaba el fundo entre dos y tres veces por semana y que a la par con esta actividad también atendía la actividad agrícola generada en su propiedad.  Respecto al horario de trabajo la primera informó que no se cumplía tal, mientras que el segundo indicó que el actor sólo se acercaba al predio a sacar de éste café y guadua y a llevar el abono, sin detenerse a mirar el estado de la finca.
La autonomía e independencia con que el actor desarrollaba su laboral fue confirmada por los anteriores declarantes, así como por el señor Fabio Quintero Restrepo y Gloria del Socorro Giraldo Hurtado, quienes manifestaron de manera unánime que éste no recibía órdenes e instrucciones; que tenía el manejo total de la Agrícola San Miguel, incluida una de las cuentas bancarias de la sociedad; que los dueños ni siquiera inspeccionaban o iban al predio y sólo a final del año se reunían en una de las oficinas de Termales de Santa Rosa, de propiedad de los socios de la Agrícola, para revisar el estado financiero de la finca.

La poca injerencia de los dueños de Agrícola San Miguel Ltda en el manejo de la finca, se vio reflejada en el informe que del estado de la finca rindió en el 2011, el Ingeniero Agrónomo Carlos Alberto León Berrio, a petición de aquellos, quien además, en su declaración indicó que “estaba muy deprimida en todos los cultivos”, para referirse al abandono y descuido en el que encontraba sumida y al mal manejo dado a la tierra y los cultivos.

Ahora, los correos electrónicos aportados por el actor –fls 17 a 21-, lejos de entenderse como órdenes o directrices del señor Mario Cambas y Nelly Arbeláez, socios de la demandada, se trataba más bien de recomendaciones respecto a la restricción de los gastos de la finca, dado que la actividad agrícola no estaba produciendo dividendos como para cancelar a los trabajadores bonificaciones e incentivos derivados de las utilidades del fundo, como tampoco para costos que no estuviera previamente presupuestados.
Respecto a la declaración del señor Jaime Botero Naranjo, si bien tuvo conocimiento directo de los hechos durante el año 2005, en virtud a que fue contratado por el demandante para trabajar en el citado predio, no aportó mucho al debate, pues manifestó que al actor le eran impartidas órdenes por parte de la señora Nelly y Aida –socias de la demandada-, nunca supo de qué se trataban, pues las mismas fueron, según él, dadas vía telefónica o a través del casero y sólo conocía las directrices que Ramírez Ramírez daba a los trabajadores de la finca.

En cuanto a la forma de remuneración del promotor de la litis, éste respondió al Juzgado que recibía sueldo y que le había propuesto a la socias de la demandada trabajar a porcentaje; sin embargo señaló que esa información la obtuvo de la señora Victoria Lucy Giraldo Hurtado, quien al momento de rendir su declaración precisó no haberle brindado ese tipo de datos al señor Botero Narajo, declaración a la que se le da credibilidad, en el entendido que no coinciden las anualidades de los sucesos,  pues el declarante laboró en la Agrícola en el año 2005, la citada testigo lo hizo en las anualidades 2003 a 2006 y el pacto o convenio para trabajar a porcentaje se dio en el año 2007.
Esta misma testigo que desvirtuó la versión del señor Jaime Botero Naranjo, indicó, respecto al mismo tema que lo recibido por Ramírez Ramírez eran honorarios por la suma de $600.000 y una utilidad del 3% de acuerdo a la producción de café, mientras que el contador de la sociedad, Fabio Quintero Restrepo indicó que el accionante incialmente percibió un salario mensual, que se registraba en un comprobante de pago por el monto que le había sido asignado.
En relación con estas afirmaciones, obran en el plenario dos comprobantes de egreso visibles a folio 14, que dan cuenta del pago realizado por este monto, para los meses de diciembre de 2004 y 2005, pero no se determina en los citados documentos por qué concepto se entregaba esa suma de dinero, es decir, no es específica si se trababa de salario o de honorarios.   

También se tiene que al momento de absolver interrogatorio de parte, la señora Nelly Arbeláez Mejía, indicó que el señor Ramírez Ramírez retiraba de la cuenta bancaria sus honorarios y que tales movimientos se veían reflejados en los extractos bancarios, mismos que obran del folio 113 al 119 del expediente y que, en efecto, dan cuenta que el último día de los meses de marzo, abril, mayo, junio, julio y agosto de 2006, el actor cobro cheques por $600.000 en cada uno esos ciclos, debitados de la cuenta de la Agrícola San Miguel Ltda.
Como puede observarse aun cuando operó en contra de la demandada la sanción procesal prevista en el numeral 2º del inciso 6º del artículo 77 del CPT y SS, por no asistir a la audiencia de conciliación y quedó demostrado que el señor Ramírez Ramírez prestó sus servicios a la sociedad Agrícola San Miguel, las pruebas analizadas dan cuenta de que, en efecto, el contrato que se dio entre las partes fue uno de prestación de servicios de naturaleza civil, en donde el actor se encargaba de administrar el fundo, vender su producido, contratar trabajadores y manejar los cultivos como le pareciera, sin que para ello debiera atender órdenes o directrices de los dueños del mismo, pues a éstos sólo les interesaba obtener dividendos de la actividad agrícola, con independencia del tiempo destinado para ello o los medios utilizados para tal fin.   
Lo anterior permite concluir entonces que lo percibido de manera mensual como remuneración a la actividad desarrollada por el actor en la finca Agrícola San Miguel, eran honorarios y no un salario mensual, mismos que mutaron una vez fue acogida la propuesta de percibir por dicho concepto el 45% de las utilidades del predio a partir del 1º de marzo de 2007, modificación que de paso sea dicho, en nada varío los términos del contrato que se venía desarrollando.
En ese orden de ideas, no siendo posible declarar la existencia de un contrato de trabajo entre el actor y la Sociedad Agrícola San Miguel Ltda entre el 1º de febrero de 2003 y el 6 de septiembre de 2010, la decisión de primer grado será revocada, excepto el ordinal cuarto b en relación con la no prosperidad de la tacha del testimonio de la señora Gloria del Socorro Giraldo Hurtado, porque tal declaración no fue recurrida por la parte interesada. 
Costas en ambas instancias estarán cargo de Rubén Ramírez Ramírez en un 100%.   
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR los ordinales PRIMERO, SEGUNDO, TERCERO, CUARTO A y QUINTO la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el 3 de julio de 2015.
SEGUNDO: ABSOLVER a la SOCIEDAD AGRÍCOLA SAN MIGUEL LTDA de todas y cada una de las pretensiones incoadas con la demanda.

Las costas de primera y segunda instancia a cargo de Rubén Ramírez Ramírez.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES  OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
   ALONSO GAVIRIA OCAMPO  

Secretario
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